Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 23 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 


SEÑOR SECRETARIO.- Ha llegado una nota de los trabajadores de marketing y promotores de las 
instituciones de asistencia médica colectiva, que se repartirá a los miembros de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda da la bienvenida a los representantes de FEMI, 
doctor Yamandú Fernández, Presidente; doctor Heber Machado, vocal, y doctor Alvaro Eguren, asesor. 


Les damos la palabra. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Como Presidente de FEMI queremos agradecer a la Comisión de Hacienda 
que nos haya concedido esta entrevista. 


Nuestro interés en el día de hoy es hacer algunas apreciaciones a propósito de un proyecto 
de ley de ampliación de la cobertura de salud a través de la seguridad social que, a nuestro juicio, junto 
con la iniciativa de descentralización de ASSE, constituyen los hechos políticos más relevantes de este 
año en torno al proceso de reforma del sector salud. 


En líneas generales, queríamos manifestar que FEMI comparte conceptualmente la 
propuesta de que, para procesar un cambio de modelo en el financiamiento del sistema de la atención 
médica planteado, se tome como eje la ampliación de la cobertura de salud por parte de la seguridad 
social. Este modelo universalmente se aplica en muchos países y es conocido, justamente, como 
modelo de la seguridad social. 


También es de público conocimiento que nuestra organización, desde el año pasado y a 
través de documentos elaborados en colaboración con la Facultad de Ciencias Económicas y 
Administración, elaboró una propuesta que, justamente, ponía en el centro de la misma el hecho de 
tomar, como eje del cambio de modelo de financiamiento, el seguro de enfermedad del Banco de 
Previsión Social y su ampliación progresiva, con la finalidad de llegar, en algún momento, a la 
cobertura universal del 100% de la población de esta forma. 


Hecha esta apreciación conceptual general en el enunciado de este proyecto de ley, 
pasaríamos ahora a hacer algunas consideraciones a propósito de ciertos aspectos, pues nos parece 
importante dejar constancia de nuestra opinión. 


Señalamos que se incorpora a la Administración de Servicios de Salud del Estado -ASSE- 
como uno de los prestadores del BPS para brindar asistencia médica integral y se permite a los 
beneficiarios de ese Banco que puedan optar por esta institución, ASSE, a la hora de elegir sus 
prestadores de asistencia. 


Para poder dar cumplimiento a este planteo, consideramos que es absolutamente necesario 
que, en forma previa, se defina en un marco legal la regulación de la competencia que va a 
establecerse entre prestadores públicos y privados a partir de la aprobación de este proyecto de ley. 


En el mismo sentido, entendemos conveniente que el Banco de Previsión Social suscriba 
contratos con ASSE del mismo tenor que los que actualmente firman las IAMC con el Banco, a los 
efectos de tener las mismas condiciones contractuales entre los prestadores. 


También señalamos que no se han realizado estudios de impacto que, de alguna forma, 
permitan predecir cuál va a ser el comportamiento que, a partir de esta opción, va a tener la población 
afillada al Banco de Previsión Social. Sería deseable contar con alguna estimación previa acerca de 
cuál va a ser el comportamiento y la movilización de los usuarios a partir de la aprobación de esta 
posibilidad de libre opción. De esa manera, se podría tener una estimación acerca de cuáles podrían 


ser los posibles efectos de desestabilización del Sistema de Asistencia Médica Colectiva a partir de la 
aprobación de la libre movilidad hacia el sector público. 


Es por estas razones que nuestra organización entiende que, en esta primera etapa, la 
posibilidad de libre opción debe ser otorgada en forma gradual. Además, sería conveniente o deseable 
que la libre opción comenzara a partir de la aprobación de la ley sólo para las personas que van 
ingresando al sistema y van obteniendo el beneficio, para que después, en la medida en que se vaya 
produciendo la transición, en algún momento se establezca la oportunidad de otorgar el derecho de 
libre opción a los beneficiarios que hoy ya gozan de la cobertura por el seguro de enfermedad del BPS. 


Un segundo aspecto que también nos parece trascendente, relevante -por las 
modificaciones que introduce- tiene que ver con la modificación del actual sistema de pago o de 
reintegro de cuotas a las instituciones prestadoras de asistencia médica. Como es conocido, en el 
momento actual el régimen vigente establece que el Banco de Previsión Social ha de abonar a las 
instituciones prestadoras una cuota con un precio que oscila desde el 86,25% del valor promedio de la 
cuota individual, para el caso de los trabajadores activos, hasta un 95% ó 100%, en el caso de los 
pasivos. 


En el nuevo régimen propuesto se elimina esta posibilidad del pago a través de un porcentaje 
de la cuota y se establece que un porcentaje de lo recaudado por el Fondo denominado FISASS estará 
destinado al reintegro de cuotas que pasarían a llamarse ahora “cuotas-salud”. A su vez, para 
establecer el precio de las “cuotas-salud” que percibirán las instituciones se determina una serie de 
franjas que se construyen en función de la edad y del sexo de los beneficiarios. Asimismo, a cada una 
de estas categorías o franjas se les asigna un precio que, de alguna manera, estaría asociado al riesgo 
que representan esas franjas en función de estas dos variables demográficas. 


Entonces, a partir de la puesta en vigencia de este proyecto de ley, la población cubierta por 
las instituciones de asistencia médica percibirán un reintegro de cuotas que va a estar fijado en función 
de un criterio llamado “de riesgo demográfico”. Pero señalamos que, en forma simultánea y por otra 
parte, estas mismas instituciones, por el resto de su población afiliada -los que no están hoy vinculados 
por el sistema del Banco de Previsión Social- van a seguir recibiendo como contrapartida del servicio 
de asistencia médica que brindan, un valor de cuota mutual que es el clásico y el que hasta ahora ha 
funcionado en el sistema de la asistencia médica colectiva. Sería una cuota única basada en el 
principio de la solidaridad intergeneracional. 


De manera que lo que nosotros señalamos es que por un tiempo -que, seguramente, no va a ser 
corto- van a coexistir dos regímenes diferentes por los cuales las instituciones, por un lado, percibirán, 
en base al criterio de cápita asociada al riesgo, determinada contraprestación y, por otro, para el resto 
de sus afiliados se manejarán según el criterio clásico. 


Creemos que esta situación de cambio parcial del régimen de reintegro de cuotas puede generar 
importantes distorsiones e, incluso, perjuicios en las instituciones de asistencia médica. 


Si bien podemos compartir el criterio propuesto de que el reintegro de cápitas en función de edad y de 
sexo sea, de pronto, más conveniente que el que hasta ahora se ha utilizado para la asistencia médica 
colectiva, lo que nosotros estamos señalando en este caso es que no se ha estimado cuál es el riesgo 
que asumen las instituciones con respecto al resto de sus afiliados, es decir, aquellos que no están 
vinculados por el Banco de Previsión Social. 


De esa manera, algunas instituciones, de hecho, verían disminuido el precio que van a recibir; de 
alguna forma, estarían manejando determinado riesgo como bajo en función de los datos de edad y 
sexo de que disponen. Pero lo que no se estudió ni se señaló es si esa misma institución, en cuanto al 
resto de su población afiliada, no estaría manejando un riesgo muy alto; de pronto, ese excedente que 
de alguna forma aparecería ahora, no lo estaría aplicando, justamente, a “bancar”, a cubrir una 
población que, de repente, es de un riesgo muy alto. 


Nosotros entendemos que debería encararse un cambio en el régimen de reintegro de cuotas 
manejando el universo de la población asegurada. Esa es la lógica de cualquier empresa aseguradora 
o reaseguradora que maneja el riesgo en el “pool” y en el universo de sus afiliados; de esa forma, 
compensa lo que podría ser un riesgo alto con un riesgo bajo. 


Insistimos en que no vemos conveniente que se aplique en forma parcial un cambio de 
régimen -de cuota tradicional a cápitas sociedad de riesgo- y que, en todo caso, ello debería hacerse 
cuando se esté en condiciones de calcular y de pagar en función del riesgo que, en su conjunto, asume 
la empresa de asistencia médica. Además, si se insta a hacer un cambio de régimen parcial, tomando 
solamente la población asegurada por el Banco de Previsión Social, entendemos que ello debería 
encararse con un planteo transicional diferente, que sea más gradual y más flexible; incluso, aquellas 
instituciones que se van a ver perjudicadas por disminución de ingreso, de alguna forma, deberían ser 
apoyadas para evitar la desestabilización de su sistema. 


Queremos señalar, también que, de acuerdo con la información proporcionada por el área de 
economía del Ministerio de Salud Pública, más de la mitad de las instituciones de asistencia que 
integran FEMI. van a ver disminuidos sus ingresos, en virtud de este cambio de régimen. En algunos 
casos, esta disminución va a llegar al entorno del 8% del total de sus ingresos operativos, lo cual 
representa una mengua más que significativa, que no sólo puede poner en riesgo la calidad de la 
asistencia que se brinda, sino también su propia viabilidad. Sin llegar a esos extremos, seguramente, la 
forma de asegurar la viabilidad a muchas de las instituciones que van a ver disminuidos sus ingresos 
será, entre otras, la aplicación de recortes salariales y la afectación de puestos de trabajo, con los 
costos sociales y laborales que, aunque no estamos en condiciones de estimar, podemos predecir para 
esos casos. 


Por lo tanto, una vez más insistimos en que creemos que para plantearse un cambio tan 
importante como el que se propone ahora, en el sentido de pasar del régimen tradicional al de la cápita 
sociedad de riesgo, ello debería hacerse con un encare de transición diferente al que hoy plantea el 
Área de la Salud que, según la información que manejamos, pretendería instrumentarse, en el corto 
plazo, en el año 2007. 


En otro orden de cosas, también señalamos que este proyecto de ley carece de una 
regulación de la movilidad de los usuarios dentro del sistema. Nos parece que la posibilidad de cambio 
de una institución a otra no puede quedar librada a la reglamentación de la ley. Dicho de otro modo, 
todo el régimen de movilidad de usuarios debería tener un marco regulatorio legal. Del mismo modo, 
decimos que deberían establecerse plazos y límites a esos cambios, a los efectos de poder dar 
estabilidad y sustentabilidad a la cartera de afiliados. Sin duda, hay que generar el derecho a la 
movilidad pero, una vez que esta opción se lleve a la práctica, entendemos que deben oficiar plazos 
que le den una sustentabilidad al manejo de esas carteras por parte de las instituciones. 


Con respecto al precio y al régimen de ajuste de las cápitas o cuotas, consideramos que en 
el texto de la ley debería quedar establecido cuál va a ser el criterio a utilizar. Por ejemplo, se podría 
dejar establecida una paramétrica de ajuste de cuotas, pero ello no está previsto en el texto legal. 


Por otro lado, en este proyecto de ley se tipifica como delito la intermediación lucrativa y, del 
mismo modo, prohíbe la actividad de promoción para la captación de afiliados. Incluso, para estos 
casos se establecen penas de prisión para quienes incurran en tal delito. Creemos que debería 
definirse con mayor precisión el alcance de estos dos conceptos pues, de acuerdo con la redacción del 
texto, podría haber interpretaciones tan extremas que, incluso, podría penalizarse alguna acción de la 
institución que vaya en beneficio del propio afiliado. Para ejemplificar esto, cabe señalar que el texto 
pena como delito cualquier actividad que genera alguna suerte de beneficio económico o equivalente a 
la persona afiliada. Entonces, podría interpretarse que la disminución del precio de una orden o de un 
tique -que genera un beneficio económico- sería una actividad delictiva. Justamente, creemos que esa 
no debe ser la intención, pero advertimos que, a nuestro juicio, esta no es la redacción más adecuada. 


También en este punto señalamos que se tipifica o está prevista como delito esta actividad 
cuando se practica en la asistencia médica privada, no así si se hiciera en el ámbito de las instituciones 
públicas. Por ese motivo, pensamos que también deberían ser incluidas las entidades públicas y sus 
funcionarios en la misma condición. 


El último punto que señalamos como inconveniente tiene que ver con el establecimiento de 
un subsidio de los excedentes de la recaudación del FISASS para la empresa pública ASSE. 
Entendemos que ese subsidio no corresponde; además, de acuerdo con lo que nos ha dicho nuestra 
asesoría letrada, esto colide con el Código Tributario uruguayo. 


En una síntesis lo más apretada posible hemos marcado los puntos que, a nuestro juicio, 
deberían ser objeto de algunos ajustes o que deberían incluirse en este texto porque consideramos 


que tiene carencias de redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la exposición al señor Presidente de la FEMI, doctor Yamandú 
Fernández, porque ha sido muy completa. 


Les vamos a pedir que, sobre todas las observaciones que deseen realizar, nos hagan llegar 
textos para identificar o ilustrar mejor lo que ustedes están proponiendo. 


SEÑOR EGUREN.- Precisamente, en atención a lo que decía el señor Presidente, vamos a dejar a los 
señores Senadores una carpeta que contiene la posición de FEMI, no sólo en lo que hace a la parte 
política, sino también en lo que tiene que ver con un informe jurídico para que puedan apreciar nuestra 
posición con más tranquilidad. 


Hay dos aspectos que queremos señalar brevemente. Uno de ellos, tiene que ver con el 
artículo 8” -que acaba de mencionar el doctor Yamandú Fernández- sobre el aporte del excedente a 
ASSE. De acuerdo con lo que establecen las normas actualmente vigentes -fundamentalmente el 
Código Tributario, que clasifica a los tributos en impuestos, tasas y contribuciones- el aporte que se va 
a hacer al FISASS son contribuciones especiales a la Seguridad Social y, como lo define el artículo 13, 
no pueden tener un fin distinto al servicio al cual se vayan a destinar. Por lo tanto, si bien sabemos que 
esta es una norma de rango legal, consideramos que esta solución contraviene lo dispuesto por el 
artículo 13 del Código Tributario. Presumimos que la realización, en forma regular, de una transferencia 
cuya naturaleza jurídica desconocemos, va a ser una donación que el BPS realice periódicamente, 
mensualmente, etcétera, a ASSE en carácter de subsidio para su fortalecimiento, y esto colide con el 
Código Tributario. 


La otra puntualización que queremos hacer es sobre el artículo 11, que crea las dos figuras 
de la intermediación lucrativa como delitos. En este artículo se tipifican dos delitos. Uno de ellos es el 
que castiga una actividad que, creemos, no es la que el Legislador busca con la sanción de este 
precepto. Es decir que la actividad tendiente a lograr afiliaciones recibiendo a cambio -o sea, del sujeto 
activo de la acción- una retribución precio-beneficio, sea éste económicamente cuantificable o de 
cualquier naturaleza, nos llevaría a la situación de que cualquier gerente, asesor o contador de una 
empresa pública o privada, cada vez que negocie un contrato para hacer más afiliados -lo hacemos 
habitualmente- estaría incurriendo en una figura delictiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de que se pueda pulir el texto, pregunto si conviene 
hacer una tipificación penal para este tipo de cosas. Tal vez se podrían incluir tipos de faltas o de 
multas importantes o, incluso, que el afiliado que se cambia de institución no pueda volver a hacerlo en 
dos años, por ejemplo. 


SEÑOR EGUREN.- Quiero señalar que la sanción por este delito -que está comprendida en la primera 
parte del artículo 11- nos parece severa, pero será el Legislador el que deberá determinar cuál es el 
bien jurídico tutelado y, en función de la dosimetría del Código Penal, determinará cómo se enmarcaría 
esa falta para prever su sanción. Creo que es importante establecer qué se busca con la aplicación de 
esta disposición. Fíjense los señores Senadores que, por ejemplo, una señorita parada en una 
esquina -como es tan frecuente ver- repartiendo un folleto que promociona una institución, estaría 
incurriendo en delito. Estamos hablando de una actividad remunerada que, en definitiva, reitero, tiene 
como objetivo que la institución tenga mayor número de afiliados. Realmente, no creemos que ésta 
haya sido la intención de quienes han redactado el proyecto de ley. 


Estamos ante una situación diferente si tenemos en cuenta la segunda parte del artículo, es 
decir, cuando se sanciona a alguien que promueve con la entrega o la promesa de entregar al socio 
dinero u otra ventaja equivalente. Esta situación se ha intentado evitar, pero sabemos que sucede. Lo 
que nos preocupa es la indeterminación del concepto “ventaja equivalente” a la económica. Entonces, 
que una institución entregue taloneras de descuento en ticket de medicamentos -como suele suceder- 
podría considerarse que está incurriendo en esa figura delictiva. Nos parece que no sólo hay que hacer 
una valoración general sobre qué es lo que se quiere sancionar, sino que tampoco la redacción nos 
parece feliz. Estos son los dos puntos básicos en donde tenemos discrepancias. 


También en la parte final del proyecto de ley pensamos que existe una atribución de 
competencias que exorbita las atribuciones del BPS, por cuanto se le da, -en el mismo nivel que al 
Ministerio de Salud Pública- la posibilidad de fiscalizar y sancionar a las instituciones que incurran en 


estos delitos. Es decir, que por esta disposición el BPS está autorizado a aplicar sanciones, retener las 
transferencias por concepto de cuotas de afiliación al sistema que administra dicho Banco. Insisto en 
que, al igual que al Ministerio de Salud Pública, se le atribuye al BPS la potestad de policía. Por el 
artículo 12, el Banco de Previsión Social podrá actuar en aquellas situaciones que vinculen a las 
instituciones con dicha institución por los contratos que tiene. Realmente, nos parece excesivo que 
actúe en otro tipo de relaciones jurídicas que están fuera de su marco de competencias. 


Estos son los puntos que nos parece clave plantear, sin perjuicio de que en el transcurso de 
esta reunión surjan otros temas sobre los cuales daremos nuestra opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con lo que han planteado nuestros visitantes, en el sentido 
de que el BPS no debería actuar en estas situaciones. Pienso que, en todo caso, el Ministerio de Salud 
Pública tendría potestad para hacerlo pero, como se tipifica como delito, la que tendría injerencia sería 
la Justicia. 


Quiero señalar que el informe que nos han brindado los representantes de FEMI ha sido muy 
completo. Pero, para ordenar un poco el trabajo que tenemos por delante, quiero informar que la 
Comisión tiene que recibir a dos delegaciones más y algunos de los señores Senadores deberemos 
retirarnos. 


SEÑOR ALFIE.- El doctor Yamandú Fernández se refirió a un artículo -no sé si es el artículo 4% o el 5*- 
en el que se establece que se puede pagar en función de la edad y el sexo -me acotan que es el 
artículo 7*- sólo sobre una parte de la población. Si no entiendo mal, esto apunta a las famosas cápitas 
en función de la morbilidad de la población. Si se paga sólo sobre una parte de la población total y no 
sobre todo, me parece que hay un sesgo en contra de las instituciones que tienen como afiliados a 
gente joven, porque seguramente van a pagar menos, sobre todo si son hombres. Me gustaría saber 
cómo se compensarían esos ingresos con los demás. Digo esto porque como en la actualidad y tal 
como está el sistema, se paga una cuota promedio, me gustaría saber cómo sería para los demás. 


SEÑOR FERNANDEZ.- En el informe señalamos que, justamente, ese podía ser un factor de 
desestabilización y, también, significar un perjuicio para muchas instituciones, puesto que no se está 
estimando el resto del riesgo. Se procedió tomando como base un criterio demográfico de edad y sexo 
y nosotros creemos que podría ser opinable si ello es representativo del riesgo real de esa población. 
Pero, en todo caso, y asumiendo que, efectivamente, la edad y el sexo son variables que pueden 
permitir estimar la forma razonable del riesgo de una institución, con ese mismo criterio no se ha 
estimado el riesgo en el resto de la población asistida. En el caso de las instituciones integrantes de la 
FEMI, aproximadamente el 60% del padrón está compuesto por afiliados al Banco de Previsión Social. 
Quiere decir que ese 60% de las cuotas se va a percibir de acuerdo a un criterio, pero el 40% restante 
de la población que se afilia en el interior -nosotros tampoco hemos hecho el estudio, pero nos 
animamos a estimarlo así- está compuesto por aquellas personas que, aun teniendo una baja 
capacidad económica, hacen el esfuerzo de pagar una cuota mutual porque se sienten o saben 
enfermas. Entonces, es probable que dentro de ese 40% restante de la cartera, estas instituciones 
manejen un riesgo muy alto. De hecho, va a suceder que tres instituciones verán disminuidos sus 
ingresos en la afiliación correspondiente al Banco de Previsión Social, lo que irá en desmedro de la 
solidaridad que permite asistir al 40% restante. 


Por lo tanto, creemos que puede ser injusto disminuir los ingresos de algunas instituciones por 
no haberse medido el riesgo que está absorbiendo en el resto. A la inversa, también podría ser injusto 
que a una institución se le pagara más dinero porque, si bien por un lado la parte de su población que 
corresponde al Banco de Previsión Social es la más envejecida, por otro, el resto de su cartera está 
integrada por una población muy joven que presenta un riesgo muy bajo, con lo que se vería más 
beneficiada. Por lo tanto, creemos que la injusticia puede darse en ambos sentidos e insistimos en que 
debería evaluarse, valorarse la aplicación del cambio de régimen en el conjunto, que es la lógica de 
cualquier empresa aseguradora, es decir, manejar el riesgo en el “pool”. 


SEÑOR BRECCIA.- Simplemente, quería señalar que esta serie de normas que estamos tratando de 
aprobar se inscriben en el marco de una reforma general de la salud. Específicamente, en este caso, y 
vinculado a lo que señalaba el doctor Fernández -escuché atentamente sus expresiones- quiero 
señalar que en el artículo 7% se establece una facultad que tiene el Banco de Previsión Social y no una 
obligación legal. Obviamente, esto será considerado y las observaciones que han presentado en este 
sentido son por demás procedentes. 


En cuanto a lo que manifestaba el doctor Eguren, quiero agregar que este tema de la 
intermediación lucrativa ha significado una preocupación, tanto para las Administraciones anteriores, 
como para la actual. En la ley aprobada relativa al descongestionamiento del sistema carcelario, 
justamente, se estableció que aquello que era delito pasaría a considerarse como una falta; y, con 
relación a esto, quiero dejar en claro que soy particularmente cuidadoso a la hora de establecer 
tipificaciones penales en este tipo de leyes que atacan otras situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece la presencia de los representantes de la 
FEMI y les solicita que nos dejen el material que han traído en el día de hoy, para poder considerarlo 
con mayor detenimiento. 


Por último, queremos decirles que si consideran que deben hacerse modificaciones o desean 
plantear observaciones, por ejemplo, al artículo 7%, en el sentido de agregar alguna facultad para la 
distribución por sexo y edad, tomándose al conjunto de los afiliados a una mutualista, u otras 
sugerencias puntuales a otros artículos, serán bien recibidas. 


SEÑOR FERNANDEZ.- Nos interesa agregar que en el material que les estamos dejando, también van 
a encontrar algunos comentarios y análisis vinculados a otro proyecto de ley que, si bien no está a 
consideración de esta Comisión, se vincula íntimamente al que están analizando, como lo es el relativo 
a la descentralización de ASSE. Aquí planteamos una serie de apreciaciones que creemos 
interesantes. 


(Se retiran de sala los representantes de la FEMI) 
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